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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

PROYECTO DE LEY NÚMERO 169 DE 2025 SENADO

por medio del cual se reconoce la importancia cultural inmaterial del ámbito nacional al Festival Nacional 
de la Tambora del municipio de San Martín de Loba - Bolívar y se dictan otras disposiciones.
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C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DE SOCIEDAD COLOMBIANA DE ANESTESIOLOGÍA Y 

REANIMACIÓN AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 410 DE 2025 SENADO, 312 DE 2024 
CÁMARA

por medio de la cual se transforma el Sistema de Salud en Colombia y se dictan otras disposiciones.
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ASUNTO: Observaciones al Proyecto de Ley 410 de 2025 Senado (PL 312 de 2024 
Cámara), por el cual se reforma el sistema de salud. 
 
Reciban un cordial saludo,  
 
La Sociedad Colombiana de Anestesiología y Reanimación – S.C.A.R.E., en 
representación de los anestesiólogos del país y en nombre de más de 60.000 afiliados 
de distintas profesiones y especialidades del sector salud, presenta a la honorable 
Comisión Séptima del Senado de la República las siguientes observaciones al Proyecto 
de Ley 410 de 2025 Senado (PL 312 de 2024 Cámara), por el cual se reforma el sistema 
de salud. 

Las observaciones aquí contenidas han sido elaboradas con base en un análisis jurídico, 
técnico y operativo del articulado, con especial atención a su impacto sobre el talento 
humano en salud, la sostenibilidad del sistema y la garantía del derecho fundamental a 
la salud. 

Este documento se estructura en cinco apartados: (i) reconocimiento de avances en el 
proyecto; (ii) observaciones esenciales e innegociables para su viabilidad; (iii) Otras 
observaciones técnicas al articulado; (iv) conclusiones y; (v) Peticiones.  

En desarrollo de esta estructura, a continuación, se presentan de manera ordenada los 
principales avances, observaciones innegociables y demás comentarios técnicos al 
articulado, resumidos en puntos concretos para facilitar su análisis, los cuales serán 
desarrollados con mayor detalle en el cuerpo del documento. 

Reconocimiento 
de avances en el 

proyecto 

1. Trabajo digno del talento humano en salud 
El proyecto reconoce expresamente el trabajo como 
componente estructural del sistema y prevé un régimen 
especial con condiciones mínimas para contratación, 
remuneración y bienestar. 

2. Autonomía laboral en el sector público 
Se elimina la restricción de la Ley 617 de 2000 sobre topes 
salariales, permitiendo nivelación y negociación más justa en 
las Instituciones de Salud del Estado. 

3. Creación del SPUIIS 
Se establece un sistema unificado e interoperable de 
información en salud, con acceso en tiempo real y asistencia 
prioritaria a municipios sin conectividad. 

4. Modelo basado en Atención Primaria en Salud (APS) 
Se adopta un modelo universal, territorial y resolutivo con 
Redes Integrales e Integradas (RIITS), CAPS y equipos 
territoriales, incorporando participación social, enfoque 
diferencial y recursos adicionales. 

5. Participación del talento humano en gobernanza 
Se incluye representación de trabajadores y profesionales de la 
salud en el Consejo Nacional de Salud, garantizando su voz en 
la dirección del sistema. 

6. Nuevas fuentes de financiación 
Se destinan al sistema de salud los impuestos saludables y el 
IVA social, avanzando en suficiencia financiera, aunque con 
dudas sobre su sostenibilidad real. 

7. Programa de salud mental para trabajadores 
Se crea un programa integral en salud mental y adicciones con 
enfoque diferencial, dirigido al cuidado del talento humano en 
salud. 

8. Obligación de educación continua 
Las IPS deberán garantizar capacitación y actualización a 
especialistas médico-quirúrgicos, junto con programas de 
bienestar laboral y prevención de riesgos. 

Observaciones 
esenciales e 

innegociables 
para su 

viabilidad 

1. Insuficiencia del artículo 60 sobre régimen laboral 
especial y propuesta de sustitución 
El artículo 60 resulta insuficiente para garantizar condiciones 
mínimas al talento humano en salud, pues omite aspectos de 
estabilidad, carrera, remuneración y garantías para residentes 
y SSO. La S.C.A.R.E. plantea como innegociables la 
incorporación automática de OPS a carrera, régimen salarial 
diferenciado, pago máximo en 5 días, jornada de 42 horas, 
primas específicas, equivalencia de especializaciones a 
doctorado, prelación de pagos, uso de la Subcuenta de 
Garantías y seguimiento anual por MinTrabajo. En 
consecuencia, se propone una redacción integral que incorpore 
expresamente estos elementos y garantice derechos laborales 
de manera amplia y efectiva. 

2.  Mejoras al régimen de vinculación de especialistas (art. 
62) 
Aunque reconoce condiciones dignas, se propone redacción 
más garantista que aclare modalidades de vinculación, defina 
pago oportuno (5 días), prohíba exclusividad, y fortalezca 
acceso a capacitación y bienestar. 

3. Exceso de centralización en la ADRES (art. 16, num. 26) 
Se advierte que otorgar a la ADRES contratación directa con 
prestadores y proveedores concentra funciones y genera 
riesgos de ineficiencia; se pide eliminar esta disposición. 

4. Fortalecimiento de convenios de desempeño 
Estos convenios son el instrumento central del modelo, pero su 
regulación es dispersa; se exige un marco normativo unificado 
con exigibilidad, control efectivo y sanciones por 
incumplimiento. 

5.  Definición del valor de la UPC 
Se propone que la fijación de la UPC sea una función del Consejo 
Nacional de Salud, con legitimidad técnica y multisectorial. 

6.  Ambigüedad en el Fondo Único Público de Salud (arts. 20 
a 24) 
La creación de cuentas internas y traslados entre ellas carece 
de reglas claras y genera riesgos financieros; se plantea 
eliminar estas disposiciones por debilidad técnica y exceso de 
centralización. 

7. Convalidación de títulos en salud (art. 56) 
El trámite no debe priorizar solo la rapidez, sino incluir 
validación de competencias mediante pruebas teórico-
prácticas y participación de universidades, colegios 
profesionales y asociaciones científicas. 
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Otras 
observaciones 

técnicas al 
articulado 

1. Participación obligatoria de asociaciones científicas y 
colegios (art. 6) 
Garantizar su inclusión expresa en el Consejo Nacional de Salud 
como representantes técnicos y gremiales. 

2. Función estratégica presupuestal del Consejo Nacional de 
Salud (art. 6) 
Asignarle lineamientos para presupuestos estándar de CAPS e 
ISE. 

3. Principio de no regresividad fiscal (art. 6, par. 1) 
Precisar que la sostenibilidad fiscal no puede limitar el derecho 
a la salud. 

4. Financiamiento independiente del SPUIIS (art. 8) 
Garantizar recursos distintos al aseguramiento para su 
implementación y sostenimiento. 

5. Reglas de progresividad y nuevas fuentes de 
financiamiento (art. 17) 
Incluir regla piso de incremento (≥ IPC o salario mínimo) y 
porcentaje de compensaciones Ley 2010 de 2019. 

6. Depuración de usos de recursos ADRES (art. 19) 
Eliminar numerales discrecionales e incluir giro directo para 
remuneración del talento humano. 

7. Adecuación en el trámite de gestión de pago (art. 26) 
Eliminar el requisito de acuerdo marco con la ADRES y fijar 
plazos claros de pago y reglas de glosas. 

8. Competencia de Gestoras en autorización de pagos y 
garantías tarifarias (art. 27) 
Devolverles la autorización de pagos y exigir que el tarifario 
garantice remuneración mínima, vital y móvil. 

9. Condiciones para transformación de EPS a Gestoras y 
prelación en pagos (art. 36) 
Condicionar transformación a paz y salvo con talento humano 
y prohibir integración vertical en mediana y alta complejidad. 

10. Principio de integralidad resolutiva en RIITS (art. 39) 
Redes autosuficientes en todo el continuo de atención 
(promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, paliativos). 

11. Obligación de informar cambios de adscripción territorial 
(art. 43) 
Incluir deber de notificar a la Gestora para asegurar 
continuidad en la atención. 

12. Presupuesto ISE y condiciones laborales (art. 50) 
Garantizar que los presupuestos incluyan remuneración 
mínima, vital y móvil proporcional y aumento real anual. 

13. Fortalecimiento de negociación colectiva y condiciones 
laborales en ISE (art. 58) 

Reforzar derechos de negociación, reglas de tercerización y 
contratación de especialistas con pago ≤ 5 días. 

14. Causal de sanción por incumplimiento en pago oportuno 
(art. 65) 
Incluir como infracción expresa la mora en el pago de 
remuneración al talento humano. 

15. Garantía de pago de acreencias en régimen de transición 
(art. 81) 
Plan para saldar deudas de EPS liquidadas y priorizar 
remuneración del talento humano. 

Se procede con el desarrollo de cada uno de estos puntos:  

I. Reconocimiento de avances en el proyecto 

La Sociedad Colombiana de Anestesiología y Reanimación – S.C.A.R.E. reconoce que 
tanto el texto aprobado por la plenaria de la Cámara de Representantes como la 
ponencia para tercer debate, incorporan elementos valiosos que constituyen avances 
relevantes frente al modelo actualmente vigente. Estos avances, aunque susceptibles de 
fortalecimiento y desarrollo posterior, representan una base sobre la cual puede 
construirse una reforma estructural más justa, eficiente y sostenible. En particular, se 
destacan los siguientes: 

1. Reconocimiento de condiciones para el trabajo digno del talento humano 
en salud 

El artículo 1° del texto de la ponencia para tercer debate establece dentro del objeto 
del proyecto del proyecto “definir condiciones para el trabajo digno del sector salud”, lo 
cual implica un reconocimiento explícito del trabajo como componente estructural del 
sistema de salud. Esta formulación, constituye una base normativa para el diseño de 
medidas específicas orientadas a mejorar las condiciones de contratación, 
remuneración, estabilidad y bienestar de los trabajadores del sector, incluyendo a 
quienes cuentan con formación especializada. 

De forma complementaria, el artículo 60 de la misma ponencia otorga al Presidente de 
la República facultades extraordinarias para expedir el régimen especial de los 
trabajadores del sector salud en un término de seis (6) meses, pero condiciona dichas 
facultades a un proceso de concertación previa con representantes de los trabajadores 

sindicalizados y no sindicalizados. Además, el artículo establece un contenido mínimo 
obligatorio para ese régimen, que debe abordar aspectos como formas de vinculación, 
jornada laboral, descansos remunerados, sistema de carrera administrativa especial, 
escalas salariales, garantías prestacionales y mecanismos de estabilidad reforzada. 

No obstante, el artículo 60 aún es susceptible de mejoras normativas para garantizar 
de forma adecuada los derechos y condiciones de este grupo poblacional, aspectos que 
serán abordados en las proposiciones que acompañan el presente documento. 

2. Fortalecimiento de la autonomía para definir condiciones de empleo en el 
sector público de salud 

El artículo 58 de la ponencia mantiene un avance relevante en materia de condiciones 
laborales para el talento humano en salud vinculado al sector público, al disponer que 
la remuneración de los empleados públicos de las Instituciones de Salud del Estado 
(ISE) no estará sujeta a los límites establecidos por la Ley 617 de 2000.  

Esta disposición constituye un reconocimiento a la necesidad de superar las 
restricciones que históricamente han limitado la dignificación de las condiciones 
salariales del talento humano vinculado a entidades públicas, especialmente en el nivel 
territorial. La exclusión expresa de los topes de la Ley 617 de 2000 permite abrir 
espacio para procesos de nivelación y negociación colectiva, de acuerdo con los 
principios de equidad, progresividad y dignidad laboral. 

3. Creación del Sistema Público Unificado e Interoperable de Información en 
Salud (SPUIIS) 

El Artículo 8 de la ponencia para tercer debate establece la creación del Sistema 
Público Unificado e Interoperable de Información en Salud (SPUIIS), cuyo propósito es 
garantizar un manejo veraz, oportuno, pertinente y transparente de los datos 
generados por todos los actores del sistema. Este sistema permitirá el acceso en línea y 
en tiempo real a las transacciones en salud y administrativas, diferenciadas por niveles 
nacional, territorial e institucional, según las competencias de cada actor. 

Esta disposición constituye un avance relevante hacia la modernización tecnológica del 
sistema de salud, promoviendo la interoperabilidad de los sistemas de información 
existentes, el uso obligatorio por todos los actores, y la inclusión de estándares de 

seguridad. Asimismo, se prevé asistencia técnica e inversión prioritaria para los 
municipios sin conectividad. 

Aunque el diseño propuesto tiene un enfoque integral, el artículo no establece fuentes 
de financiación específicas, ni mecanismos de rendición de cuentas para el uso 
estratégico de los datos. Esto podría abordarse mediante una reglamentación posterior 
que garantice su sostenibilidad técnica y operativa. 

4. Consolidación de un modelo de atención centrado en la Atención Primaria 
en Salud (APS) 

Los artículos 3° y 4° de la ponencia desarrollan el marco conceptual y operativo del 
modelo de salud basado en la Atención Primaria en Salud (APS), definido como política 
estatal. Este modelo se caracteriza por su carácter universal, territorial, sistemático, 
permanente, predictivo y resolutivo. Está orientado a garantizar el acceso equitativo a 
los servicios de salud y a incidir positivamente en los determinantes sociales de la salud, 
mediante acciones de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación 
y cuidados paliativos. 

El modelo se organiza mediante Redes Integrales e Integradas Territoriales de Salud 
(RIITS) y contempla la operación, en el nivel primario, de Centros de Atención Primaria 
en Salud (CAPS) y equipos de salud territoriales, ajustados a las necesidades de la 
población. 

El enfoque también incorpora estrategias como la participación social, la 
intersectorialidad, la interculturalidad, la perspectiva de cuidado, el enfoque diferencial 
y de género, y la promoción del trabajo digno y decente. Asimismo, establece que se 
destinarán recursos adicionales de fuentes distintas a las del cubrimiento de servicios 
y tecnologías en salud para intervenir los determinantes sociales, con responsabilidad 
de coordinación a cargo de las entidades territoriales. 

Es importante señalar que varios de los elementos señalados en los artículos 3° y 4° de 
la ponencia fueron incorporados por el Gobierno Nacional en el Decreto 0858 de 
2025, mediante el cual se implementó el modelo de salud preventivo, predictivo y 
resolutivo. 
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Tal como advirtió la S.C.A.R.E. en las intervenciones realizadas en el trámite de esta 
norma, el decreto introdujo transformaciones estructurales —como la adscripción 
obligatoria a los CAPS y la redefinición de funciones territoriales y de aseguramiento— 
sin respaldo de una ley formal, lo cual plantea interrogantes sobre su validez jurídica y 
su articulación con esta reforma legislativa en trámite. 

5. Participación del talento humano en instancias de gobernanza del sistema 

El artículo 6° del texto aprobado crea el Consejo Nacional de Salud como una instancia 
de dirección del sistema adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social. En su 
conformación se incluye un representante de los trabajadores de la salud (numeral 10) 
y un representante de las organizaciones representativas de los profesionales de la 
salud (numeral 11), lo cual constituye un avance importante frente a modelos 
anteriores que no garantizaban la participación directa del talento humano en salud en 
los espacios de gobernanza del sistema. 

Esta inclusión es coherente con el artículo 2° de la Ley Estatutaria 1751 de 2015, que 
consagra el principio de participación como pilar del sistema de salud.  

No obstante, se identifican oportunidades de mejora en cuanto a la precisión del tipo de 
representación que se asigna al talento humano en salud, con miras a fortalecer la 
idoneidad técnica, la legitimidad gremial y la articulación con actores clave del sistema, 
como las asociaciones científicas y los colegios profesionales. Estas oportunidades 
serán desarrolladas en las observaciones y proposiciones normativas que acompañan 
el presente documento. 

6. Fortalecimiento del componente financiero del sistema de salud mediante 
nuevas fuentes específicas de financiación 

La ponencia para tercer debate incorpora disposiciones orientadas a fortalecer la 
suficiencia financiera del sistema de salud mediante la inclusión de nuevas fuentes de 
financiación: 

 El Artículo 18 adiciona el artículo 513-14 al Estatuto Tributario, bajo el título 
“Destinación de los impuestos saludables”, y establece que, a partir del 1° de 
enero de 2026, el 100 % del recaudo de los impuestos a las bebidas 
ultraprocesadas azucaradas (IBUA) y a los productos comestibles 

ultraprocesados industrialmente y/o con alto contenido de azúcares añadidos 
(ICUI) se destinará al Sistema de Aseguramiento Social del Sistema de Salud. 

Además, el parágrafo ordena al Gobierno nacional evaluar e incorporar 
progresivamente nuevas fuentes de financiación que garanticen la continuidad 
en la atención y el crecimiento suficiente de los recursos para la prestación de 
servicios en todos los niveles y territorios. 

 Por su parte, el numeral 19 del artículo 17 menciona expresamente “los recursos 
del IVA social referidos en el literal a del artículo 468 del Estatuto Tributario” 
como parte de los recursos administrados por la ADRES.  

Ambas disposiciones representan avances en el cumplimiento del mandato del artículo 
48 de la Constitución Política, que exige fuentes estables y suficientes para el 
sostenimiento del sistema de seguridad social. Además, responden a la jurisprudencia 
constitucional que ha advertido sobre la necesidad de garantizar la suficiencia 
financiera como condición para la efectividad del derecho fundamental a la salud. 

Sin embargo, a pesar de estos avances normativos, persisten dudas razonables sobre la 
suficiencia real de los recursos proyectados, en relación con los costos que implicará la 
implementación integral del nuevo modelo. Por ello, se considera indispensable que se 
realicen estudios técnicos sustentados, que incorporen todos los componentes 
financieros, operativos y de transición, especialmente los relacionados con la atención 
primaria, los equipos territoriales, la infraestructura y el talento humano en salud. 
Tales variables no parecen estar reflejadas plenamente en el aval fiscal emitido 
por el Ministerio de Hacienda, lo que genera incertidumbre sobre la viabilidad 
presupuestal del proyecto en el mediano y largo plazo. 

Finalmente es importante considerar que el análisis de viabilidad fiscal no reconoce 
explícitamente variables significativas para el estudio de suficiencia en la 
implementación del modelo como los gastos de administración que se encuentran entre 
el 5% y el 8% según lo definido en la propuesta de reforma.  

7. Incorporación de acciones para la salud mental del talento humano en 
salud 

El artículo 61 de la ponencia para tercer debate incorpora un avance relevante al 
establecer la implementación de un programa de atención integral en salud mental y 
adicciones para los trabajadores de la salud, el cual deberá incluir tamizajes continuos, 
campañas de promoción y prevención, y tratamientos específicos. Esta disposición 
reconoce explícitamente las condiciones psicosociales a las que está expuesto el talento 
humano en salud y la necesidad de adoptar una política pública sectorial enfocada en el 
cuidado del cuidador. 

Adicionalmente, el programa deberá tener un enfoque diferencial que contemple la 
atención a mujeres, población LGTBIQ+, población indígena y población racial, lo cual 
constituye un avance en términos de equidad y respuesta a la diversidad del talento 
humano. Se valora de manera positiva la inclusión de esta medida dentro del cuerpo 
normativo, en línea con el principio de dignificación laboral y con las recomendaciones 
de organismos internacionales en salud. 

No obstante, el desarrollo normativo aún es susceptible de mejora en cuanto a su 
operatividad, fuentes de financiación, definición de responsabilidades institucionales y 
mecanismos de seguimiento de estas condiciones. 

8. Mención de la educación continua como obligación institucional 

El Parágrafo 4 del Artículo 62 incorpora una disposición relevante al establecer que 
las instituciones prestadoras de servicios de salud deberán garantizar a los 
especialistas médico-quirúrgicos, sin importar su modalidad de vinculación, el acceso a 
capacitación y actualización continua para mantener y mejorar sus competencias 
profesionales. 

Además, la norma ordena a dichas instituciones promover programas de bienestar 
laboral y prevención de riesgos ocupacionales, con especial énfasis en quienes ejercen 
en zonas rurales, de difícil acceso o con alta carga asistencial. 

Esta disposición representa un avance en la responsabilidad institucional frente al 
desarrollo profesional continuo, vinculándolo a condiciones laborales y asistenciales 
específicas. No obstante, sería recomendable que esta obligación se extienda a todo el 
talento humano en salud, y no se limite únicamente a los especialistas médico-
quirúrgicos, de manera que se fortalezca una política de formación continua e integral, 
acorde con los principios de calidad, progresividad y dignidad profesional del sistema. 

II. Observaciones esenciales e innegociables para la 
viabilidad del proyecto de ley 

Los siguientes aspectos del articulado deben necesariamente ser modificados o 
eliminados para garantizar la viabilidad técnica, jurídica y operativa del modelo 
propuesto en el proyecto de ley. Se trata de disposiciones que afectan de manera 
estructural los principios de eficiencia, descentralización y participación territorial, o 
que desconocen las condiciones necesarias para el ejercicio digno y adecuado del 
talento humano en salud.  

1. Insuficiencia del artículo 60 para garantizar condiciones laborales 
integrales al talento humano en salud 

Si bien, como se indicó en el acápite anterior de este documento, el artículo 60 
representa un avance importante al reconocer la necesidad de un régimen especial 
laboral para el sector salud, su contenido resulta insuficiente frente a las realidades 
complejas, persistentes y ampliamente documentadas que afectan la estabilidad y 
dignidad del talento humano en salud. 

La norma no desarrolla de manera concreta aspectos laborales fundamentales, ni 
garantiza condiciones mínimas para todos los niveles del personal sanitario, incluyendo 
médicos, enfermeras, auxiliares, especialistas, médicos en formación y personal 
vinculado por Orden de Prestación de Servicios (OPS). 

En particular, el artículo omite aspectos esenciales que deben ser incluidos desde la ley, 
y no dejados exclusivamente a la posterior reglamentación presidencial. Entre ellos se 
destacan los siguientes puntos innegociables: 

Aspectos esenciales que deben incluirse en el régimen especial, pero que 
actualmente NO están en el artículo 60: 

 Ingreso automático y progresivo a la carrera especial para trabajadores 
misionales vinculados por OPS, como mecanismo para superar la inestabilidad 
estructural. 
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 Régimen salarial diferenciado, basado en criterios de nivel de formación, 
antigüedad y especialidad, conforme al principio de “a igual función, igual 
remuneración”. 

 Plazo máximo para el pago oportuno de salarios y honorarios (por ejemplo, 5 
días calendario), para combatir la mora sistemática en los pagos. 

 Jornada laboral semanal máxima, con reconocimiento detallado de recargos, 
turnos y descansos, ajustados al tipo de actividad y complejidad del servicio. 

 Flexibilidad en la modalidad de prestación del servicio, incluyendo condiciones 
para el trabajo remoto o en casa donde sea técnicamente posible y seguro. 

 Primas y estímulos económicos específicos, como riesgo, quinquenios, 
representación o vivienda, diferenciados según nivel de exposición y ubicación. 

 Condiciones laborales y de formación para médicos residentes y personal en 
Servicio Social Obligatorio (SSO), incluyendo garantías claras sobre vinculación, 
rotaciones, y retribución económica. 

 Equivalencia de especializaciones médicas a nivel de doctorado, en 
reconocimiento a su duración, intensidad y aporte científico. 

 Establecer mecanismos de prelación e indexación automática para el pago del 
talento humano, asegurando que nunca sean postergados frente a otros gastos. 

 Uso de la Subcuenta de Garantías del sistema, para pagar salarios y honorarios 
adeudados en casos de incumplimiento por parte de empleadores públicos o 
privados. 

 Seguimiento anual del cumplimiento del régimen laboral, a cargo del Ministerio 
del Trabajo, con presentación obligatoria de informes ante el Congreso. 

En consecuencia, la propuesta de redacción sustitutiva del artículo 60, que 
incorpora los elementos considerados innegociables para la garantía integral de los 
derechos laborales del talento humano en salud, sería la siguiente:   

Artículo 60. Régimen Especial para trabajadores del sector salud.  En 
cumplimiento de los artículos 25 y 53 de la Constitución Política y del Artículo 18 
de la Ley Estatutaria 1751 de 2015, en el Sistema de Salud, habrá condiciones 
laborales para el personal sanitario que garanticen estabilidad, seguridad y 
continuidad laboral, así como actualización integral continua. 
Para el efecto, se otorgarán facultades extraordinarias al Presidente de la 
República para que dentro de los seis (6) meses posteriores a la entrada en vigencia 

de la presente ley, previa concertación con los representantes del sector, expida el 
régimen especial de los trabajadores del sector salud.  
Este régimen, entre otros aspectos, incluirá: 
1) Carrera Administrativa Especial del Sector Salud. A la cual se incorporarán por 
una sola vez, automática y progresivamente los trabajadores misionales hoy 
vinculados por contrato de prestación de servicios. Se respetarán los derechos 
adquiridos de quienes actualmente están vinculados como servidores públicos bajo 
la normatividad vigente. 
2) Régimen salarial especial para el sector salud. Habrá remuneración mínima 
vital y móvil, progresiva, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, con 
proporcionalidad al nivel de formación, a la antigüedad, y a las modalidades y 
períodos de pago, preservando el principio de igualdad: “A igual función, igual 
remuneración” 
3) Pago Oportuno. Toda relación laboral tendrá derecho a una remuneración 
oportuna. Se entiende que el pago es oportuno cuando se hace máximo dentro de 
los cinco (5) días calendario siguientes al cumplimiento del periodo laboral de 
treinta (30) días. 
4) Jornada ordinaria. Los trabajadores sanitarios tendrán una jornada de máximo 
42 horas semanales, así como el derecho al reconocimiento de horas extras, 
recargos nocturnos, por turnos, dominicales y festivos, habitualidad y 
permanencia de la labor, y descansos compensatorios como parte de la jornada 
laboral, según lo dispuesto en el Decreto Ley 1042 de 1978 y en el Decreto 400 de 
2021, o en las normas que los sustituyan modifiquen o deroguen. 
5) Medicina, higiene, salud y seguridad en el trabajo. Los trabajadores sanitarios 
tendrán derecho a ser beneficiarios de una política de higiene, salud y seguridad 
en el trabajo, conforme lo dispuesto en el Decreto Ley 1295 de 1994, en la Ley 1562 
de 2012 o en las normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan y en las demás 
normas concordantes. 
6) Trabajos ocasionales, teletrabajo o trabajo en casa. Los trabajadores sanitarios 
podrán prestar sus servicios mediante la modalidad de trabajo remoto de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 2121 de 2021 o en la norma que la 
sustituya, modifique o derogue. 
7) Prestaciones económicas. Los trabajadores sanitarios tendrán derecho al 
reconocimiento de los gastos de representación, prima técnica a especialistas 
altamente calificados, prima de riesgo en circunstancias especiales, prima por 
ubicación geográfica, quinquenios, vacaciones, licencias, permisos remunerados. 

Así mismo, tendrán derecho a estímulos no salariales quienes laboren en zonas 
marginadas según lo definido en el Artículo 24 de la Ley 1751 de 2015, en materia 
de bienestar, vivienda, transporte, seguridad, educación y actualización continua, 
entre otros. 
8) Acoso y discriminación laboral. En la implementación del régimen especial del 
talento humano en salud se tendrán en cuenta las disposiciones del Convenio 190 
de la OIT sobre la violencia y el acoso en el trabajo. 
9) Relación Docencia – Servicio. Se permite la simultaneidad de estas dos 
actividades. Los programas de formación de recurso humano deberán 
corresponder a las necesidades de salud de la población en los territorios. 
10) Servicio Social Obligatorio -SSO-. El servicio social obligatorio tendrá vocación 
hacia las zonas apartadas y dispersas; las ISE o las IPS privadas deberán incluir en 
sus plantas de personal los cargos de los profesionales para la prestación del SSO, 
quienes podrán participar en los Equipos Básicos de Salud donde sean necesarios, 
especialmente en regiones apartadas con población dispersa, siempre y cuando se 
garanticen condiciones de seguridad para el talento humano en salud. 
11) Médicos residentes. En el caso de rotaciones extramurales de médicas o 
médicos residentes establecidas en el currículo universitario, las IPS, públicas o 
privadas, en coordinación con las Instituciones de Educación Superior -IES-, 
deberán garantizarles a estos profesionales el traslado, el alojamiento y la 
alimentación durante la rotación, y reconocerles el apoyo de sostenimiento 
educativo creado en la Ley 1917 de 2018, así como la supervisión docente 
correspondiente, mediante convenios suscritos entre la IPS y la IES, en el marco de 
la relación docencia-servicio. Si las médicas o médicos residentes se vinculan a los 
Equipos Básicos de Salud, las ISE o las IPS privadas deberán contratarlos a término 
fijo como trabajadores de la salud. 
12) Condiciones especiales para ejercer el Servicio Social Obligatorio (SSO) y las 
especializaciones médicas (Residentes) y de otras profesiones del sector salud. El 
Ministerio de Salud y protección social promoverá lineamientos y estrategias para 
la dignificación plena del servicio social obligatorio, médicos Residentes y otras 
especializaciones de profesiones del sector salud en materia de salud mental y 
acompañamiento psicoemocional, garantías de protección de la vida e integridad 
de los profesionales para el ejercicio de su labor y acceso meritocrático a las plazas 
en concordancia con la normatividad aplicable a la materia. 
13)Equivalencia de títulos. Los títulos de especializaciones médico-quirúrgicas de 
tres (3) años o más de duración otorgados por las instituciones de educación 

superior de Colombia o el título de iguales características obtenido en el exterior 
avalados por resolución del Ministerio de Educación Nacional, tendrá para todos 
los efectos equivalencia al título de doctorado. 
14) Límite salarial. En ningún nivel territorial la remuneración del jefe de la 
administración operará como límite máximo para establecer los emolumentos del 
talento humano en salud. En consecuencia, para efectos de establecer la 
remuneración de los trabajadores de la salud no se tendrá en cuenta los límites 
establecidos en el artículo 73 de la ley 617 de 2000 o cualquier norma que la 
modifique sustituya o derogue. 
15) Prelación e indexación del pago. El pago del talento humano en salud, 
independientemente de la forma de vinculación, tendrá prelación sobre los demás 
desembolsos y su remuneración será indexada anualmente con base en el IPC 
causado el año inmediatamente anterior. 
16) Subcuenta de Garantías. Los recursos de la Subcuenta de Garantías para la 
Salud, además de los usos previstos en el Artículo 41 del Decreto 4107 de 2011 o en 
las normas que la sustituyan o modifiquen, se podrán utilizar para mejorar la 
liquidez de los prestadores de los servicios de salud, públicos, privados o mixtos, 
destinados al pago que por concepto de honorarios o salarios se adeuden al talento 
humano en salud. Para el efecto, el Ministerio de Salud y Protección Social dentro 
del año siguiente a la expedición de la presente Ley reglamentará las condiciones 
para garantizar el pago al talento humano en salud con cargo a los recursos de la 
Subcuenta de Garantías. Para los efectos del presente numeral las EGS o quien 
haga sus veces, y las IPS, destinarán el 1% de sus excedentes anuales para financiar 
la Subcuenta de Garantías. 
Parágrafo 1. Trabajadores de las instituciones privadas y mixtas del sector salud. 
Los trabajadores de las instituciones privadas y mixtas del sector salud, por norma 
general, deberán estar vinculados mediante contrato de trabajo conforme los 
preceptos del Código Sustantivo del Trabajo, de las convenciones colectivas de 
trabajo vigentes y de las demás normas concordantes. Los términos de transición 
para la formalización de estos trabajadores serán los establecidos en el Parágrafo 
1 del Artículo 22 de la presente Ley. 
Parágrafo 2. El Ministerio del Trabajo presentará anualmente, al inicio de las 
sesiones ordinarias del Congreso de la República y ante las comisiones séptimas de 
este órgano legislativo, un informe sobre el cumplimiento de las disposiciones 
laborales para los trabajadores del Sistema de Salud dispuestas en los artículos 17 
y 18 de la Ley 1751 de 2015 y en la Política Nacional de Talento Humano en Salud. 



Gaceta del Congreso  1470	 Jueves, 21 de agosto de 2025	 Página 13

Parágrafo transitorio: El mismo término de pago oportuno establecido en el 
Numeral 13 del presente Artículo será aplicado para aquellos trabajadores 
próximos a acogerse a la formalización laboral de que trata el Parágrafo 1 del 
Artículo 22 de la presente Ley y el Parágrafo 1 del presente Artículo, que culminará 
una vez sean vinculados a las plantas de personal de las instituciones. 

2. Mejora al régimen de vinculación de especialistas médico-quirúrgicos  

El artículo 62 de la ponencia establece lineamientos generales para la vinculación de 
especialistas médico-quirúrgicos, incluyendo: 

 La posibilidad de contratación bajo diferentes modalidades si no hay suficiente 
oferta. 

 La exigencia de condiciones laborales dignas y justas. 
 La obligación de contrato de trabajo cuando se configure relación laboral. 
 Prohibición de cláusulas de exclusividad, salvo acuerdo expreso. 
 Exigencia de remuneración oportuna con sanción por parte de la 

Superintendencia Nacional de Salud. 
 Garantía de acceso a capacitación continua y programas de bienestar y 

prevención de riesgos. 

Estas disposiciones constituyen un avance en el reconocimiento de las condiciones 
laborales del talento humano especializado; sin embargo, pueden y deben ser 
fortalecidas para evitar interpretaciones restrictivas y asegurar su aplicación efectiva 
en todos los regímenes jurídicos posibles. 

Se propone, por tanto, sustituir el artículo por la siguiente redacción normativa, que 
desarrolla de manera más precisa y garantista el alcance de las obligaciones para las 
IPS y los derechos de los especialistas: 

Propuesta de redacción integral del artículo 62 

Vinculación de los Trabajadores del Sector Salud Especialistas. 
Cuando las necesidades del servicio lo exijan, las instituciones de prestación de 
servicios de salud públicas, privadas o mixtas podrán vincular o contratar a 
especialistas médico quirúrgicos, a través de las distintas modalidades previstas en 
el ordenamiento jurídico colombiano para la vinculación o contratación de 

servicios profesionales, incluyendo modalidades de contratación colectivas, o 
cualquier otra forma de vinculación reconocida en el Código Sustantivo del 
Trabajo, según el régimen jurídico aplicable a la respectiva institución, 
garantizando las condiciones de trabajo dignas y justas. En tales casos se 
considerará el intuito personae y la prestación de servicios por profesionales de la 
salud que desarrollen su ejercicio profesional de manera caracterizada como 
independiente. 

Parágrafo 1. En todo caso, si la prestación del servicio se enmarca en los 
elementos de una relación laboral, los especialistas de la salud deberán ser 
vinculados mediante contrato de trabajo, según la naturaleza del régimen jurídico 
aplicable a la respectiva institución. 

Parágrafo 2. Todos los trabajadores o vinculados mediante las modalidades 
establecidas en el presente artículo tendrán derecho a una remuneración 
oportuna, digna y justa, so pena de la imposición de sanciones por parte de la 
Superintendencia Nacional de Salud. Para efectos del presente artículo se entiende 
por remuneración oportuna aquel pago que se realiza dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a la radicación de la factura, cuenta de cobro o documento 
equivalente. 

Parágrafo 3. Respecto de los trabajadores especialistas médico quirúrgicos del 
sector salud, indistintamente de su forma de vinculación, no se podrá establecer 
cláusula de exclusividad, salvo aquellos que estén vinculados mediante contrato de 
trabajo y así lo convengan. 

Parágrafo 4. Las instituciones de prestación de servicios de salud deberán 
garantizar a los especialistas médico-quirúrgicos vinculados bajo cualquier 
modalidad, el acceso a capacitación y actualización continua, con el fin de 
mantener y mejorar sus competencias profesionales. Estas instituciones deberán 
promover programas de bienestar laboral y prevención de riesgos ocupacionales, 
especialmente para aquellos que desarrollen actividades en zonas rurales, de difícil 
acceso o con alta carga asistencial. 

Esta redacción consolida y amplía los derechos ya contenidos en el artículo 62, 
precisando aspectos clave como: 

 Modalidades de vinculación reconocidas legalmente. 
 Claridad sobre cuándo debe existir contrato laboral. 
 Definición específica de "remuneración oportuna". 
 Eliminación de cláusulas de exclusividad. 
 Fortalecimiento de la capacitación y bienestar en contextos complejos. 

Se considera esta redacción como un elemento innegociable para la viabilidad del 
proyecto, por su impacto directo en la dignificación de las condiciones laborales de un 
componente esencial del talento humano en salud. 

3. Exceso de centralización operativa en la ADRES: contratación directa 
mediante acuerdos marco 

El numeral 26 del artículo 16 de la ponencia establece: 

“26. Suscribir los acuerdos marco con los prestadores, gestores farmacéuticos, y 
proveedores de servicios y tecnologías en salud.” 

Esta disposición estaría otorgando a la ADRES una función directa de contratación con 
prestadores y proveedores del sistema, mediante acuerdos marco de alcance nacional. 
En términos operativos y jurídicos, esto implica una concentración excesiva de 
funciones en cabeza de una sola entidad nacional, lo que contraría los principios de 
descentralización, coordinación y eficiencia que deben regir el sistema de salud. Lo 
anterior introduce un alto riesgo de ineficiencia operativa por saturación institucional. 
Por lo anterior, la propuesta que se realiza es la eliminación del numeral 26 del artículo 
16 de la ponencia.   

4. Fortalecimiento normativo de los convenios de desempeño como 
herramienta de articulación y control 

El proyecto de ley incluye múltiples referencias a los convenios de desempeño como 
instrumento esencial para garantizar la calidad, eficiencia y racionalidad del sistema de 
salud. Estas disposiciones se encuentran, entre otros, en los siguientes artículos de la 
ponencia: 

 Artículo 27. Autorización de pago de servicios: 

“La Administradora de los Recursos del Sistema de Salud (ADRES) autorizará 
el pago de los servicios de mediana y alta complejidad [...] según el régimen de 
tarifas y formas de pago del sistema de salud y los convenios de desempeño.” 

 Artículo 35. Naturaleza y funciones de las Gestoras de Salud y 
Vida: 

“23. Suscribir conjuntamente con las entidades territoriales del orden 
departamental y distrital o municipal, los convenios de desempeño con todos 
los prestadores de servicios de salud [...] con criterios de eficiencia, calidad y 
resultados en salud de la población.” 

“Estos convenios tendrán control y podrán ser objetados por las Entidades 
territoriales Departamentales y Distritales o municipales de salud, según 
corresponda, para que cumpla con lo definido en el modelo de atención.” 

 Artículo 39. Redes Integrales e Integradas Territoriales de Salud 
(RIITS): 

“Los servicios de salud se prestarán por medio de convenios de desempeño y 
según las necesidades de la población, con suficiencia técnica y administrativa, 
cumpliendo los requisitos de habilitación.” 

“En el nivel primario [...] establecerán convenios de desempeño con los CAPS [...] 
Estos convenios deben definir los mecanismos para la verificación y control de 
metas, incentivos y métodos de auditoria [...]” 

“En el nivel complementario [...] establecerán para cada Institución Prestadora 
de Servicios de Salud (IPS) de mediana y alta complejidad un convenio de 
desempeño [...] que defina [...] la modalidad de pago aplicable [...] los 
compromisos de resultados en salud, gestión de calidad y desempeño 
institucional [...]” 

Los convenios de desempeño son presentados como el principal instrumento de 
articulación funcional entre las Gestoras de Salud y Vida, las entidades territoriales y 
los prestadores. Su contenido regula aspectos clave como las metas en salud, 
condiciones de calidad, formas de pago, auditorías, incentivos y seguimiento. 
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Sin embargo, a pesar de su centralidad en el modelo, la regulación actual es dispersa, 
carente de un marco normativo unificado y sin garantías suficientes de exigibilidad, 
control efectivo ni consecuencias por incumplimiento. Además, no se define con 
claridad cuál es el carácter vinculante de estos convenios ni los mecanismos 
sancionatorios ante su inobservancia. 

Por tratarse del principal instrumento operativo del nuevo modelo de atención, su 
fortalecimiento es una condición esencial e innegociable para garantizar la coherencia, 
el control y la calidad del sistema. 

Adicionalmente no es claro cómo se articulan los convenios de desempeño que se 
acuerdan con las Gestoras de Salud y Vida, con la celebración de los acuerdos marco 
que se lleva a cabo con la ADRES y las certificaciones de la red integrada e integral que 
debe realizarse ante el Ministerio de Salud y Protección Social.  

5. Necesidad de que el valor de la UPC sea fijado por el Consejo Nacional de 
Salud 

El artículo 25 de la ponencia para tercer debate dispone: 

“El Ministerio de Salud y Protección Social, tomando en cuenta las 
recomendaciones de la Comisión Asesora de Beneficios, Costos, Tarifas y 
Condiciones de Operación del Aseguramiento en Salud y del Consejo Nacional de 
Salud, definirá el valor anual de una Unidad de Pago por Capitación (UPC), para 
cubrir la atención en salud de la población, que corresponden a los valores 
necesarios para financiar los servicios y tecnologías en salud que garanticen el 
cuidado integral y oportuno, de todos los residentes del país a excepción de los 
usuarios de los regímenes especiales y exceptuados.” 

Adicionalmente, el artículo 6 establece: 

“Artículo 6°. Consejo Nacional de Salud. Créase el Consejo Nacional de Salud como 
la máxima instancia de dirección, coordinación, articulación y evaluación del 
Sistema de Salud. Será de carácter permanente, consultivo y asesor, e intervendrá 
en la formulación, seguimiento y evaluación de la política pública en salud y del 
Plan Nacional de Salud. Estará adscrito al Ministerio de Salud y Protección Social.” 

A pesar de que se reconoce al Consejo Nacional de Salud como instancia de dirección y 
coordinación del sistema, el artículo 25 limita su participación en la definición de la UPC 
al rol de recomendación, otorgando la competencia final exclusivamente al Ministerio 
de Salud. 

La Unidad de Pago por Capitación (UPC) representa el núcleo financiero del 
aseguramiento y tiene efectos directos sobre la suficiencia de los recursos para el 
funcionamiento del sistema, la garantía de servicios y las condiciones del talento 
humano. Por tanto, es innegociable que la definición del valor anual de la UPC sea una 
función asignada directamente al Consejo Nacional de Salud, como órgano máximo de 
dirección, con participación multisectorial y legitimidad técnica. Esta modificación debe 
ser incluida tanto en el artículo 6 como en el artículo 25 de la ponencia. 

Se propone la siguiente redacción de numeral adicional para el artículo 6: 

"Con base en un estudio técnico independiente, definir el valor de la Unidad de Pago 
por Capitación -UPC- y el porcentaje que se reconocerá a las Gestoras de Salud y 
Vida como gastos administrativos, de manera que se garantice la financiación de 
la totalidad del Plan de Beneficios en Salud -PBS- al tenor de lo dispuesto en el 
Artículo 15 de la Ley Estatutaria 1751 de 2015 y se garantice la sostenibilidad de 
la operación de parte de las gestoras de salud y vida." 

6. Ambigüedad en la estructura financiera del Fondo Único Público de Salud 
y en la regulación sobre traslados entre cuentas 

Si bien la creación del Fondo Único Público de Salud representa un esfuerzo por 
centralizar y unificar el manejo de los recursos del sistema, la regulación propuesta 
en los artículos 20 al 24 de la ponencia presenta una ambigüedad crítica respecto a 
la operatividad y organización de las diferentes cuentas internas, así como sobre los 
criterios, procedimientos y autorizaciones necesarias para el traslado de recursos entre 
ellas. 

El proyecto establece en el artículo 20 la creación del Fondo Único Público de Salud, 
administrado por la ADRES, estructurado en tres cuentas: dos de carácter 
independiente —la Cuenta de Atención Primaria en Salud (art. 22) y la Cuenta de 
Fortalecimiento de la Red Pública Hospitalaria (art. 23)— y una Cuenta General para el 

Manejo y Destinaciones de los demás recursos del Fondo Único Público de Salud (art. 
24). 

El artículo 21 regula los traslados presupuestales entre estas cuentas, permitiendo a la 
ADRES realizar movimientos de recursos siempre que medie aprobación de su Junta 
Directiva, evaluación técnica, reporte a la Superintendencia y la Contraloría, y 
publicación en el SPUIIS. Sin embargo, no se definen criterios de prelación, reglas de 
imputación del gasto, ni mecanismos de trazabilidad efectiva entre cuentas con fuentes 
y usos diferenciados. Además, la asignación por cuentas representa una inflexibilidad 
en la ejecución del gasto que puede afectar el correcto funcionamiento del sistema 
general.  

Por tanto, es innegociable que el proyecto elimine las disposiciones relativas al Fondo 
Único Público de Salud y sus cuentas (artículos 20 al 24), dada la ambigüedad normativa 
que las caracteriza y los riesgos financieros, contables y de gobernanza que introducen 
en el sistema. 

La propuesta de estructura financiera que se plantea en estos artículos carece de un 
diseño técnico sólido, introduce traslados discrecionales entre cuentas sin reglas claras, 
debilita el principio de destinación específica y centraliza excesivamente el manejo de 
los recursos en la ADRES, sin establecer controles adecuados. 

7. Convalidación de títulos en salud debe priorizar la validación de 
competencias, no solo la agilización del trámite  

Aunque se entiende que la finalidad del artículo 56 de la ponencia es agilizar el trámite 
de convalidación de títulos en salud, preocupa que la norma priorice exclusivamente la 
celeridad del procedimiento sin garantizar mecanismos rigurosos de evaluación de 
competencias. Esta orientación normativa, centrada únicamente en el tiempo de 
resolución, podría abrir la puerta a la incorporación de profesionales cuya formación 
no se ajusta a las exigencias del sistema de salud colombiano. 

Lo que el sistema de salud requiere no es un trámite expedito por sí mismo, sino un 
proceso robusto que asegure que los profesionales con formación por fuera del país 
estén plenamente capacitados para responder a las particularidades epidemiológicas, 
sociales, culturales y organizativas de la atención en salud en Colombia. 

En ese sentido, se considera indispensable que el artículo incluya: 

1. La realización obligatoria de pruebas teórico-prácticas de validación de 
competencias clínicas y profesionales, como requisito para la convalidación 
en las áreas de la salud, garantizando estándares mínimos de calidad y seguridad 
en la atención. 

2. La participación activa de instituciones de educación superior, colegios 
profesionales y asociaciones científico-gremiales en los procesos de 
evaluación y decisión sobre la convalidación, para asegurar criterios técnicos 
y actualizados con legitimidad en el sector. 

Por lo anterior, se solicita agregar lo siguiente en el artículo:  

En todos los casos, el procedimiento de convalidación de títulos obtenidos en el 
extranjero que pertenezcan al área de la salud deberá comprender, como mínimo, una 
fase de validación documental y una fase de verificación de competencias del 
solicitante, ambas obligatorias para la procedencia de la convalidación. Para esto, 
deberá cumplir con los siguientes elementos: 

1. La participación obligatoria de instituciones de educación superior, de colegios 
profesionales y de asociaciones científico-gremiales y académicas con 
trayectoria comprobada en la formación, evaluación o ejercicio profesional en 
el área de la salud. 

2. La aplicación obligatoria de evaluaciones de competencias teórico-prácticas 
como requisito para la convalidación del título. Estas evaluaciones deberán 
permitir la verificación de que el solicitante posee las competencias, 
conocimientos, habilidades y aptitudes necesarias para ejercer la profesión o 
especialidad en condiciones seguras, éticas y acordes con los estándares 
nacionales. 

3. La aprobación satisfactoria de las evaluaciones de competencias será 
condición necesaria para la convalidación. El trámite no podrá resolverse 
favorablemente sin este requisito, independientemente del análisis 
documental. 

4. Las evaluaciones se realizarán en colaboración con instituciones de educación 
superior con programas activos en el área correspondiente, en centros de 
simulación clínica o mediante convenios docencia-servicio. 
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Si estos elementos se incorporan, podría mantenerse la intención de eficiencia en los 
tiempos del trámite. Sin embargo, la prioridad debe ser la garantía de idoneidad del 
talento humano que ingresa al sistema, y no la sola celeridad del procedimiento. 

III. Otras observaciones técnicas al articulado 

Además de las observaciones esenciales e innegociables que deben ser atendidas con 
carácter prioritario, se identifican a continuación otros aspectos del articulado que, si 
bien no configuran barreras críticas para el modelo de salud o para la garantía de 
condiciones laborales mínimas, sí requieren ajustes técnicos, con el fin de optimizar la 
implementación del proyecto de ley. Estas observaciones buscan prevenir riesgos 
regulatorios, cerrar ambigüedades normativas y contribuir a la coherencia interna del 
articulado, siempre en el marco del respeto por los principios constitucionales que 
rigen el sistema de salud colombiano. 

1. Participación obligatoria de asociaciones científicas y colegios 
profesionales en el Consejo Nacional de Salud 

El artículo 6° de la ponencia crea el Consejo Nacional de Salud como instancia de 
dirección del sistema, con una composición amplia y multisectorial. No obstante, la 
redacción actual presenta una representación genérica y ambigua del gremio 
profesional en salud, al prever únicamente: 

“11. Un representante de las organizaciones representativas de los profesionales de la 
salud.” 

Esta formulación no garantiza la participación de las asociaciones científicas y de los 
colegios profesionales legalmente constituidos, que cumplen un papel técnico, gremial 
y ético fundamental en la regulación del ejercicio profesional, la formulación de 
políticas públicas y la garantía de la calidad en la atención. 

Por tanto, se propone incluir de forma expresa la participación de las asociaciones 
científicas y colegios profesionales del área de la salud, asegurando su presencia como 
representantes técnicos del gremio.  

Esta modificación fortalece el carácter técnico del Consejo Nacional de Salud y garantiza 
que las decisiones de política pública cuenten con el respaldo y la legitimidad del 
conocimiento científico y gremial del talento humano en salud. 

2. Incorporación de función estratégica en materia presupuestal al 
Consejo Nacional de Salud 

El artículo 6° crea el Consejo Nacional de Salud como instancia de dirección del 
sistema, pero no le asigna funciones concretas en la definición de directrices 
presupuestales. Se propone incluir expresamente entre sus funciones: 

“Definir los lineamientos para la estructuración de los presupuestos estándar por 
medio de los cuales se garantice el funcionamiento de los Centros de Atención 
Primaria y las instituciones de salud del Estado.” 

Esta función resulta clave para asegurar la operación técnica y financiera del modelo de 
atención primaria y la red pública hospitalaria, en coherencia con los principios de 
equidad, suficiencia y progresividad del sistema de salud. 

3. Incorporación del principio de no regresividad fiscal en el parágrafo 
1 del artículo 6 

El actual parágrafo 1 del artículo 6° establece que: 

“Las decisiones que tengan implicaciones fiscales y sobre la calidad del servicio 
público de salud requerirán el concepto favorable del Ministerio de Salud y 
Protección Social y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.” 

Si bien esta disposición reconoce la necesidad de evaluar los impactos fiscales de las 
decisiones del Consejo Nacional de Salud, omite incluir un principio constitucional 
esencial que debe regir el sistema: la prohibición de usar la sostenibilidad fiscal como 
argumento para reducir el goce efectivo del derecho fundamental a la salud. 

Por ello, se considera esencial adicionar al final del parágrafo 1 el siguiente texto: 

“De conformidad con lo previsto en el artículo 334 de la Constitución, en ningún 
caso podrá invocarse la sostenibilidad fiscal para menoscabar el derecho 
fundamental a la salud, restringir su alcance o negar su protección efectiva.” 

Esta inclusión no solo fortalece el marco jurídico del Consejo Nacional de Salud, sino 
que garantiza la supremacía del derecho fundamental a la salud frente a criterios 
presupuestales que, en la práctica, han limitado históricamente su realización efectiva. 

4. Garantía de financiamiento independiente para el SPUIIS 

Como se mencionó en el primer aparte de este documento, el artículo 8° crea el Sistema 
Público Unificado e Interoperable de Información en Salud (SPUIIS) como una 
herramienta clave para la transparencia, la trazabilidad y la toma de decisiones en el 
sistema de salud. No obstante, el texto no establece con claridad el origen de los 
recursos para su diseño, implementación y sostenimiento, lo cual genera un alto riesgo 
de que su financiación se haga a costa de los recursos destinados al aseguramiento en 
salud. 

Dada la magnitud tecnológica y operativa que exige este sistema, es indispensable 
blindar los recursos destinados al aseguramiento y garantizar que el desarrollo del 
SPUIIS se financie con fuentes distintas y complementarias. Por lo anterior, se realiza la 
siguiente propuesta de parágrafo para adicionar al artículo 8:  

Parágrafo nuevo. La implementación, desarrollo y mantenimiento del Sistema 
Público Unificado e Interoperable de Información en Salud (SPUIIS) será 
financiado con recursos distintos a los destinados al aseguramiento en salud. 

Esta precisión es esencial para proteger los principios de suficiencia y destinación 
específica de los recursos del sistema de salud y garantizar que el despliegue del SPUIIS 
no afecte la prestación de servicios.  

5. Fortalecimiento de las fuentes de financiamiento y reglas de 
progresividad fiscal para el aseguramiento 

El artículo 17 establece las fuentes de financiamiento que debe administrar la ADRES 
para garantizar el aseguramiento social en salud. Aunque el listado es amplio y recoge 

recursos clave del orden nacional y territorial, se identifican dos omisiones relevantes 
que limitan el fortalecimiento financiero sostenible del sistema: 

 No se incluyen las compensaciones del artículo 21 de la Ley 2010 de 2019, que 
constituyen un ingreso disponible. 

 El numeral 20 menciona una meta de incremento progresivo del gasto en salud, 
pero no fija una regla de piso que garantice que dicho aumento sea real frente a 
la inflación o el salario mínimo. 

Por lo anterior, se realizan las siguientes propuestas:  

Modificación del numeral 20 para incluir regla de incremento real: 

20. El Gobierno Nacional ampliará los cupos de gasto con cargo a recursos de 
ingresos corrientes y recursos de capital del Ministerio de Salud y Protección Social 
de manera progresiva hasta alcanzar un aumento de los recursos destinados al 
aseguramiento en salud equivalente a un punto porcentual (1%) del Producto 
Interno Bruto entre los años 2026 y 2032. En ningún caso el aumento del aporte 
del Gobierno Nacional al aseguramiento en salud podrá ser inferior al mayor valor 
entre el IPC consolidado del año inmediatamente anterior y el aumento del salario 
mínimo. 

Adición de nuevo numeral: 

21. El cinco por ciento (5%) de las compensaciones consideradas en el artículo 21 
de la Ley 2010 de 2019. 

Estas modificaciones garantizan que los compromisos de financiamiento se reflejen en 
reglas concretas, verificables y acordes con el principio de progresividad del derecho 
fundamental a la salud. 

6. Depuración y focalización de los usos de los recursos administrados 
por la ADRES 

El artículo 19° del proyecto contiene la regulación sobre destinación de los recursos 
administrados por la Administradora de los Recursos del Sistema de Salud (ADRES). El 
listado de usos previsto en este artículo debe ser más riguroso y coherente con el 
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principio de destinación específica de los recursos del aseguramiento en salud. Algunos 
numerales actualmente incluidos incorporan conceptos amplios, discrecionales o que 
comprometen gastos de inversión o funcionamiento que deben financiarse con fuentes 
distintas al aseguramiento, tales como: 

 Numeral 3: “Los demás usos que, en el marco de la atención primaria en salud, 
establezca el Ministerio de Salud y Protección Social.” 

 Numeral 9: “El saneamiento financiero de las Empresas Sociales del Estado que, 
en cumplimiento de la presente Ley, se transformen en Instituciones de Salud 
del Estado.” 

 Numeral 10: “El fortalecimiento de la infraestructura y la dotación de la red 
pública hospitalaria y su mantenimiento.” 

Estos conceptos abren la puerta al uso de recursos del aseguramiento para financiar 
gastos de capital, funcionamiento institucional o intervenciones discrecionales, lo cual 
desdibuja el propósito de estos fondos y debilita su trazabilidad. En consecuencia, se 
propone: 

 Eliminar los numerales 3, 9 y 10. 
 Incluir un nuevo numeral con la siguiente redacción: 

“El pago de la remuneración al talento humano en salud mediante giro directo, de 
acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio de Salud y 
Protección Social dentro del año siguiente a la expedición de la presente ley.” 

Esta adición promueve un uso transparente y prioritario de los recursos del sistema, 
centrado en el reconocimiento y garantía de los derechos laborales del talento humano 
en salud. 

7. Adecuación en el trámite de la gestión de pago.  

El artículo 26 de la ponencia, sobre Gestión de pago por la prestación de servicios de 
salud, establece que: 

“Una vez registrado y certificado en las RIITS, cada prestador y proveedor 
procederá a firmar un acuerdo marco con la ADRES, pagador único, para poder 
recibir la remuneración por sus servicios; el acuerdo incluye la aplicación del 

nuevo régimen tarifario y de formas de pago, del sistema público unificado e 
interoperable de información en salud y de las auditorias tanto de las Gestoras de 
Salud y Vida, como de la ADRES, con base en los compromisos de resultados en 
salud, gestión de calidad y desempeño institucional, que haya convenido con la 
Gestora de Salud y Vida, bajo el control de la Entidad Territorial, según la presente 
Ley.” 

Esta disposición resulta problemática, pues introduce un requisito adicional para el 
acceso al giro de recursos, que no tiene sustento técnico ni legal. El “acuerdo marco” 
podría generar barreras innecesarias a la prestación de servicios y distorsiona el rol de 
la ADRES como entidad pagadora, al atribuirle funciones operativas que no le 
corresponden. Por tanto, se propone eliminar esta disposición del artículo.  

Adicionalmente, se propone complementar el artículo con la siguiente disposición, 
con el fin de reforzar la trazabilidad, la responsabilidad en el uso de recursos públicos 
y la seguridad jurídica para los prestadores: 

“La ADRES dispondrá de treinta (30) días calendario para pagar mínimo el 
ochenta y cinco por ciento (85%) del valor de la cuenta, siempre y cuando el pago 
haya sido debidamente auditado y autorizado por la Gestora de Salud y Vida. En 
caso de que en este término la Gestora de Salud y Vida no realice la auditoría o no 
autorice el pago, la ADRES procederá con el giro correspondiente, y la Gestora de 
Salud y Vida será solidariamente responsable por los desembolsos erróneos, 
inconsistentes o equivocados que se realicen. La ADRES podrá descontar de los 
gastos de administración de la Gestora los valores pagados equivocadamente. 

En caso de glosas formuladas por las Gestoras de Salud y Vida, el prestador de 
servicios de salud dispondrá de quince (15) días calendario para subsanar el 
motivo de la glosa y la Gestora de Salud y Vida contará con cinco (5) días hábiles 
para autorizar o rechazar el pago subsanado.” 

Es indispensable establecer responsabilidades claras cuando la Gestora no audite a 
tiempo, así como plazos breves y definidos para el manejo de glosas, a fin de garantizar 
la sostenibilidad financiera de los prestadores y la eficiencia en el flujo de recursos. 

8. Competencia de las Gestoras en la autorización de pagos y garantías 
tarifarias para sostenibilidad y remuneración digna 

El artículo 27° establece que la ADRES será la entidad encargada de autorizar el pago 
de los servicios de mediana y alta complejidad, sin embargo, ello desconoce la función 
operativa que corresponde a las Gestoras de Salud y Vida en la validación del 
cumplimiento de condiciones y resultados pactados. Por tanto, se propone que la 
función de autorización de pago sea atribuida a las Gestoras de Salud y Vida. 

Adicionalmente, se propone incorporar al artículo los siguientes contenidos para 
garantizar la sostenibilidad del sistema y condiciones laborales dignas: 

“En ningún caso las remuneraciones previstas en el tarifario podrán representar 
un precio máximo relevante por estar por debajo de los puntos de equilibrio. 

El manual tarifario deberá discriminar la remuneración del talento humano en 
salud de manera que se garantice una retribución mínima, vital y móvil que sea 
proporcional a la cantidad y calidad del trabajo. Sobre este componente será 
vinculante el concepto que para el efecto emita el Consejo Nacional de Salud, de 
conformidad con lo previsto en el literal D) del artículo 6 de la Ley 1164 de 2007 o 
la norma que la modifique, sustituya o derogue.” 

9. Condiciones estrictas para la transformación de EPS a Gestoras y prelación 
en el pago al talento humano en salud 

El artículo 36° establece el procedimiento para la transformación de las Entidades 
Promotoras de Salud en Gestoras de Salud y Vida. Sin embargo, no garantiza 
condiciones claras para proteger los derechos laborales del talento humano en salud ni 
establece restricciones frente a conflictos de interés derivados de la integración vertical 
en servicios de mediana y alta complejidad. 

Por tanto, se propone agregar: 

“Las Gestoras de Salud y Vida, en concurso con los prestadores y demás 
contratantes o empleadores, precisarán el componente del plan de saneamiento 
dirigido al pago del pasivo por concepto de remuneración al talento humano en 
salud, con el fin de garantizar que estos pagos se realicen con prelación, 
independientemente de la modalidad de contratación y de si se encuentra dentro 
del pasivo corriente o no corriente del contratante o empleador. En cualquier caso, 
será condición para la transformación a Gestora de Salud y Vida encontrarse a paz 

y salvo con el talento humano en salud propio y el contratado por su red de 
prestación de servicios. Los pagos que se realicen a los prestadores de servicios de 
salud deberán destinarse a pagar en primer orden las obligaciones pendientes con 
el talento humano en salud, con independencia de su forma de vinculación.” 

“A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley queda prohibido que las 
Gestoras de Salud y Vida ejecuten operaciones de integración vertical en la 
mediana y alta complejidad. Las Gestoras de Salud y Vida que, al momento de la 
expedición de la presente Ley, presenten integración vertical en la mediana y alta 
complejidad, tendrán un plazo máximo de dos (2) años para cumplir con la 
presente disposición.” 

“Para garantizar la prelación de pagos la Gestora de Salud y Vida, identificará, en 
conjunto con los prestadores de servicios de salud, el pasivo con el talento humano 
de forma que en cualquier caso se garantice el saneamiento de estas obligaciones. 
Los pagos que se realicen a los prestadores de servicios de salud deberán destinarse 
a pagar en primer orden las obligaciones pendientes con el talento humano en 
salud con independencia de su forma de vinculación.” 

10.  Inclusión del principio de integralidad resolutiva en las RIITS 

El artículo 39 define las Redes Integrales e Integradas Territoriales de Salud (RIITS) 
como estructuras organizadas para garantizar la prestación continua y coordinada de 
servicios de salud, sin embargo, no contempla expresamente el principio de 
integralidad resolutiva como estándar obligatorio de conformación. 

Por tanto, se propone agregar: 

“Para garantizar la integralidad en la atención en salud, las Redes Integrales e 
Integradas Territoriales de Salud (RIITS) deberán ser resolutivas y autosuficientes 
en la atención de las necesidades de salud de la población a su cargo, de tal manera 
que en una misma red se brinden los servicios de salud en las fases de educación 
para el autocuidado, promoción de la salud, prevención de la enfermedad, 
diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, acceso a los cuidados paliativos, manejo 
del dolor, acceso a la muerte digna y a los controles necesarios en cada caso.” 
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Esta inclusión permite armonizar el funcionamiento de las RIITS con el modelo de 
Atención Primaria en Salud, fortaleciendo el enfoque integral, preventivo y continuo en 
el sistema de salud colombiano. 

11. Inclusión de la obligación de informar a la Gestora de Salud y Vida sobre el 
cambio de adscripción territorial 

El artículo 43 establece las condiciones para la adscripción poblacional a los Centros 
de Atención Primaria en Salud (CAPS), pero omite una disposición esencial para 
garantizar la continuidad en la atención: la coordinación con la Gestora de Salud y Vida 
a la que se encuentra afiliada la persona. 

Por tanto, se propone agregar al final del numeral 1 del artículo 43 lo siguiente: 

“Cuando una persona, familia o grupo cambie de residencia o de trabajo, deberán 
informar a la Gestora de Salud y Vida donde se encuentren afiliados, para informar 
el CAPS al que desean adscribirse, de modo que se garantice la continuidad en la 
prestación de los servicios.” 

Esta adición ayudaría a reforzar la articulación entre el proceso de adscripción 
territorial y el aseguramiento, evitando vacíos administrativos que puedan 
comprometer la atención oportuna del usuario. 

12. Garantía de condiciones laborales justas en la elaboración del presupuesto 
de las ISE 

El numeral 4 del artículo 50 establece que la elaboración del presupuesto de las 
Instituciones de Salud del Estado (ISE) debe considerar el costo del trabajo del personal 
sanitario. Sin embargo, esta disposición resulta insuficiente si no se establece 
expresamente la necesidad de garantizar condiciones laborales dignas y progresivas 
para este grupo fundamental del sistema de salud. 

Se propone modificar el numeral 4 del artículo 50 del siguiente modo: 

"4. El costo del trabajo del personal sanitario, medicamentos, suministros y gastos 
que complementen la atención, para garantizar la disponibilidad del portafolio de 
servicios de acuerdo con la demanda y el plan de salud, y que garantice una 

remuneración mínima, vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad del 
trabajo. El presupuesto debe garantizar el aumento en términos reales de la 
remuneración destinada al pago del personal sanitario." 

Esta modificación busca asegurar el cumplimiento del principio constitucional de 
trabajo digno y decente, evitando que los presupuestos institucionales reproduzcan 
prácticas de precarización laboral dentro del sistema público de salud. 

13. Fortalecimiento de la negociación colectiva y condiciones laborales en las 
ISE 

El artículo 58 regula el régimen laboral de las Instituciones de Salud del Estado (ISE), 
pero requiere ajustes para garantizar plenamente los derechos laborales del personal 
sanitario. En el numeral 3, se propone incorporar explícitamente que: 

"Los derechos de negociación colectiva del personal sanitario vinculado a 
actividades asistenciales dentro de las ISE y de los trabajadores oficiales se regirán 
por lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo." 

Adicionalmente, se propone adicionar los siguientes dos parágrafos: 

Parágrafo 4. Las ISE podrán operar mediante terceros, siempre y cuando no se 
trate de funciones permanentes o propias de la entidad, o cuando estas funciones 
no puedan llevarse a cabo por parte del personal de planta de la ISE o cuando se 
requieran conocimientos especializados. La Superintendencia Nacional de Salud y 
el Ministerio de Trabajo vigilarán el cumplimiento de las condiciones de la 
prestación de servicios mediante terceros. 

Parágrafo 5. Los trabajadores del sector salud especialistas, podrán ser 
contratados en las Instituciones de Salud del Estado, mediante cualquier 
modalidad de contratación que permita el ordenamiento jurídico colombiano para 
la contratación de servicios profesionales, tanto individuales como colectivas, 
cuando así sea requerido por las necesidades del servicio, variaciones en las 
necesidades institucionales, necesidades de cobertura en territorios alejados o por 
la escasez en la oferta de profesionales especializados. En estos casos se 
garantizará que el pago de la remuneración por la prestación de los servicios no 

sea superior a los cinco (5) días calendarios a la radicación de la factura, cuenta 
de cobro o documento equivalente. 

Estas disposiciones fortalecen la garantía de derechos laborales, eliminan la 
precarización y armonizan la norma con los convenios internacionales ratificados por 
Colombia en materia de trabajo decente. 

14. Inclusión de causal de sanción por incumplimiento en pago oportuno al 
talento humano 

El artículo 65 modifica el numeral 2 del artículo 130 de la Ley 1438 de 2011, 
incluyendo como causal de sanción la no garantía de condiciones de trabajo digno, justo 
y decente. No obstante, es fundamental que se incorpore una causal específica 
relacionada con el incumplimiento en el pago oportuno de la remuneración al talento 
humano en salud. 

Se propone adicionar al artículo 65 el siguiente numeral: 

"22. No pagar oportunamente la remuneración a los trabajadores de la salud de 
conformidad con lo previsto en la normatividad vigente." 

Esta inclusión refuerza la obligación de cumplimiento en el pago de salarios y permite 
a las autoridades de vigilancia y control tomar medidas efectivas para sancionar a los 
actores que incurran en mora, protegiendo así los derechos laborales del talento 
humano en salud. 

15. Garantía del pago de acreencias laborales y deudas a prestadores en el 
régimen de transición 

El artículo 81 establece el régimen de transición hacia el nuevo Sistema de Salud, 
incluyendo como principio la garantía del derecho a la salud durante todo el proceso de 
implementación. Sin embargo, omite disposiciones específicas sobre las obligaciones 
financieras pendientes de las Entidades Promotoras de Salud (EPS) en liquidación, 
particularmente aquellas que afectan a los prestadores y al talento humano en salud. 

Para corregir esta omisión, se propone adicionar el siguiente numeral al listado de 
disposiciones del plan de implementación: 

"21. Las acreencias que las EPS liquidadas han dejado con los prestadores públicos, 
privados o mixtos serán pagadas gradualmente, con vigencias futuras acordadas 
con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

En todos los casos se garantizará el pago de la remuneración al talento humano 
en salud que los prestadores adeuden al momento de la cancelación de las deudas, 
con independencia de la modalidad de contratación que hayan utilizado para 
vincularlos. Para garantizar este pago, las entidades territoriales deberán 
asegurar que los recursos recibidos por los prestadores se destinen 
preferentemente al pago de los trabajadores de la salud." 

Esta propuesta es esencial para evitar que las cargas financieras derivadas del proceso 
de transición recaigan sobre el talento humano en salud, protegiendo así sus derechos 
laborales y la sostenibilidad de los servicios. 

IV. Conclusiones  

El texto del proyecto de reforma contiene avances importantes en la orientación del 
sistema hacia el fortalecimiento de la Atención Primaria en Salud, en el robustecimiento 
del rol del Estado y en la organización territorial de los servicios de salud. No obstante, 
el análisis técnico realizado por S.C.A.R.E. evidencia que persisten falencias 
estructurales que comprometen la operatividad del nuevo modelo, la sostenibilidad 
financiera y la garantía progresiva de derechos del talento humano en salud. 

En particular, se advierte la necesidad de ajustar el diseño institucional, los mecanismos 
de asignación y control de recursos, y la regulación del régimen laboral para evitar la 
reproducción de prácticas de precarización y barreras administrativas que han 
afectado históricamente al sector.  

La ausencia de criterios explícitos para el saneamiento financiero con enfoque en el 
talento humano, así como una transición institucional que garantice condiciones de 
continuidad laboral, pago oportuno y protección de derechos adquiridos, representa un 
riesgo real de regresividad. Por ello, resulta ineludible para el Congreso de la República 
considerar y acoger las observaciones presentadas, con el fin de garantizar que la 
reforma sea justa, técnica y viable. Seguiremos dispuestos a aportar con base en el   
diálogo técnico y la evidencia disponible. 
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V. Peticiones  

Con fundamento en el análisis técnico realizado al articulado del Proyecto de Ley 410 
de 2025 Senado —ponencia para tercer debate—, la Sociedad Colombiana de 
Anestesiología y Reanimación S.C.A.R.E., presenta de manera respetuosa las siguientes 
solicitudes al Senado de la República, y en especial a la Honorable Comisión Séptima: 

1. Que antes de someter a aprobación el proyecto en tercer debate, se revise, 
garantice y aclare la suficiencia de recursos administrativos y financieros para 
asegurar la implementación progresiva y efectiva del nuevo modelo de salud, 
conforme al principio de continuidad del servicio público esencial. 

2. Que se analicen, valoren y tengan en cuenta integralmente las observaciones 
presentadas en este documento, con el fin de que los artículos correspondientes 
sean modificados, adicionados o sustituidos para asegurar su coherencia con los 
principios constitucionales y el respeto de los derechos del talento humano en 
salud. 

3. Que, en el análisis y trámite del articulado, se considere de manera integral el 
marco normativo vigente, en particular la reciente expedición del Decreto 858 
de 2025, que regula múltiples aspectos operativos y organizativos del sistema 
de salud. Si bien dicho Decreto constituye un desarrollo reglamentario 
relevante, debe recordarse que el proyecto de ley en curso, por su jerarquía 
normativa superior, tiene la responsabilidad de definir los principios, 
estructuras y garantías fundamentales del sistema de salud. En consecuencia, es 
indispensable que los contenidos de esta iniciativa incorporen los elementos 
sustantivos planteados en este documento, particularmente en lo relacionado 
con condiciones laborales del talento humano, mecanismos de financiamiento, 
gobernanza y regulación del sistema. 

4. Que se remita a S.C.A.R.E. información clara y oportuna sobre los ajustes 
normativos que se realicen a partir de las observaciones aquí presentadas, como 
parte de los deberes de publicidad, transparencia y diálogo social en el marco 
del trámite legislativo. 

La S.C.A.R.E. reitera su disposición permanente al diálogo técnico y constructivo, y pone 
a disposición los correos electrónicos asesoriagremial@scare.org.co y 
presidentescare@scare.org.co y el número de contacto 3214699395 para recibir la 
respuesta a las solicitudes realizadas en el presente documento. Así mismo, expresamos 

nuestra voluntad de seguir participando activamente en los escenarios de construcción 
y deliberación que la Honorable Comisión Séptima del Senado considere pertinentes 
para el mejoramiento del proyecto de ley. En ese sentido, solicitamos muy 
respetuosamente se facilite una reunión con los ponentes del proyecto para 
exponer de manera directa nuestras propuestas y aclarar cualquier inquietud 
derivada del presente documento. 

Cordialmente,  

 

OLGA LUCÍA HERRERA LOSADA  
Presidente Sociedad Colombiana de Anestesiología y Reanimación S.C.A.R.E.  

Comisión Séptima Constitucional Permanente 

Edificio Nuevo del Congreso 
Carrera 7 No. 8-68 Oficina 241B 

Teléfonos: 3824264/68/69/73. 
comision.septima@senado.gov.co 
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LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA. - Bogotá D.C., a los (20) días del mes de agosto del año dos mil veinticinco 
(2025) - En la presente fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la 
República, las siguientes consideraciones: 
 
CONCEPTO:  OBSERVACIONES    
 
REFRENDADO POR: SOCIEDAD COLOMBIANA DE ANESTESIOLOGIA Y REANIMACION 
PRESIDENTE OLGA LUCIA HERRERA LOSADA 
 
 NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: No 410/25 SENADO -  312/24 CAMARA   ACUMULADO 
135/24 CÁMARA 
 
TITULO DEL PROYECTO: “POR MEDIO DE LA CUAL SE TRANSFORMA EL SISTEMA DE 
SALUD EN COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSCIONES”.  

 
NÚMERO DE FOLIOS: DIECINUEVE (19) FOLIOS  
 
 

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011. 
 
 
El secretario 

PRAXERE JOSÉ OSPINO REY 
Secretario General 
Comisión Séptima  

Senado de la República 
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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
ALCANCE - ANÁLISIS FISCAL RESPECTO DEL INFORME DE PONENCIA PROPUESTO 

PARA TERCER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 410 DE 2025 SENADO, 312 
DE 2024 CÁMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 135 DE 2024 

CÁMARA

[p]or medio de la cual se transforma el Sistema de Salud en Colombia y se dictan otras disposiciones.

                                                 

Radicado: 2-2025-050293
Bogotá D.C., 20 de agosto de 2025 11:09
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https://www.adres.gov.co/nuestra-entidad/informacion-financiera/unidad-de-recursos-administrados-ura/ejecucin%20presupuestal/forms/allitems.aspx
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De conformidad con lo expuesto a lo largo de este documento, es importante reiterar que el proyecto de ley 
contempla nuevas fuentes adicionales para el sistema, como la destinación del 100% del recaudo de los 
impuestos saludables. En este sentido, en las tablas 8 y 9, se presenta la evolución de los rubros contemplados 
en los artículos 17 y 18.

Adicionalmente, se resalta que las trayectorias de usos y fuentes proyectadas para el Sistema pueden verse 
afectadas con la reglamentación que se expida respecto del Acto Legislativo 03 de 2024.

Por otra parte, debe considerarse que las trayectorias planteadas pueden ser objeto de modificación, de 
conformidad con los cambios a los que se vea sometido este proyecto de Ley durante el trámite legislativo, así 
como las modificaciones de que sea objeto el proyecto de Ley de Presupuesto General de la Nación si los hubiere.

En este sentido, y conforme a lo expuesto en este documento, el impacto fiscal estimado del proyecto de ley 
del asunto puede incorporarse de forma compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, 
manteniendo la sostenibilidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud y de las finanzas públicas. 

En consecuencia, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público emite concepto favorable de impacto fiscal del 
proyecto de Ley de la referencia en la medida en que las obligaciones corrientes del sector salud acumuladas 
serán cubiertas según la priorización y definiciones que al respecto realice el MSPS con cargo a los recursos de 
ese sector administrativo, en cumplimiento de la autonomía presupuestal prevista en el artículo 110 del Estatuto 
Orgánico de Presupuesto.

Cordial saludo,

DGPE/DGPPN/DGRESS/DGPM/OAJ

Firmado digitalmente por: LEONARDO ARTURO PAZOS GALINDO Firmado digitalmente por: MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO
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Edificio Nuevo del Congreso 
Carrera 7 No. 8-68 Oficina 241B 

Teléfonos: 3824264/68/69/73. 
comision.septima@senado.gov.co 
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LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA. - Bogotá D.C., a los (20) días del mes de agosto del año dos mil veinticinco 
(2025) - En la presente fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la 
República, las siguientes consideraciones: 
 
CONCEPTO:  MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO – ANÁLISIS FISCAL 
RESPECTO AL INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE   
 
REFRENDADO POR: VICEMINISTRO TECNICO DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO 
PUBLICO DR LEONARDO ARTURO PAZOS GALINDO   
 
NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: No 410/25 SENADO -  312/24 CAMARA   ACUMULADO 
135/24 CÁMARA 
 
TITULO DEL PROYECTO: “POR MEDIO DE LA CUAL SE TRANSFORMA EL SISTEMA DE 
SALUD EN COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSCIONES”.  

 
NÚMERO DE FOLIOS: QUINCE (15) FOLIOS  
 

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011. 
 
 
El secretario 

PRAXERE JOSÉ OSPINO REY 
Secretario General 
Comisión Séptima  

Senado de la República 


